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3.1.6.  Menores y familia

a) Conflictos en el seno de la familia

El ejercicio de nuestros cometidos como Defensor del Menor nos permiten 
tener una privilegiada perspectiva de la actual estructura de la sociedad 
andaluza, asistiendo a nuevos roles y dinámica en la organización de las 
familias, que son cada vez más diversas, sin responder siempre al modelo 
de organización tradicional. 

A este respecto las políticas públicas que 
inciden en una equiparación de roles entre 
hombre y mujer, también se procura que 
tanto la legislación como el contexto de 
relaciones laborales faciliten la conciliación 
del trabajo con las obligaciones familiares, y 
dentro de las posibilidades presupuestarias si 
facilitan ayudas para la integración de aquellas 
unidades familiares más desfavorecidas.

Pero junto con estos avances, sin duda 
positivos, asistimos a una situación de 
constante conflictividad en algunas 
familias que enquistan sus diferencias y no 

disponen de las habilidades suficientes para resolver los problemas. 
Se dan situaciones de ruptura traumática de la convivencia en pareja que 
afectan a los hijos comunes, que en más ocasiones de las deseadas son 
utilizados como elemento con que defender sus particulares intereses, 
cuando no para fines más espúreos centrados en hacer daño a la otra 
parte (queja 17/4777, queja 17/4692 y queja 17/3917).

De este modo asistimos a disputas por el régimen de guarda y custodia 
de los hijos, achacando a la ex pareja comportamiento negligente en el 
cuidado de los hijos (queja 17/0057, 17/0500 y queja 17/0497). En otras 
ocasiones son los propios hijos quienes tercian en la disputa y se dirigen 
a la Defensoría decantándose por la convivencia con el padre o la madre 
(queja 17/2606, queja 17/1855 y queja 17/3327).
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Junto con el régimen de guarda y custodia, compartida por ambos 
progenitores, o asignada por el juzgado en exclusiva a uno de ellos el 
asunto que quizás más quejas suscita es el relativo al régimen de visitas, 
por disconformidad con su duración o cadencia, o por el modo en que 
éstas han de realizarse (queja 17/0361 y queja 17/0378, entre otras).

No solo los ex miembros de la pareja, también la familia extensa se ve 
inmersa en esta conflictividad y se dirige al Defensor del Menor invocando 
el derecho a relacionarse con éste, por mucho que los padres del menor 
se opongan a ello (queja 17/1009 y queja 17/1511).

Recibimos quejas de padres que se sienten discriminados por la legislación 
actual que prevé intervenciones ágiles y diligentes en supuestos de 
violencia de género (queja 17/3831 y queja 17/4005) 

Por otro lado, son muchos los procesos judiciales en los que se dirime 
el régimen de guarda y custodia y la comunicación con quien resulte 
ser el progenitor no custodio, y/o el económico, regulador de las 
medidas a adoptar respecto de los menores desde el momento 
en que se produce la separación de sus progenitores, que se ven 
obligados a buscar la respuesta judicial ante su incapacidad para llegar 
a un acuerdo entre ellos que regulen en el futuro las relaciones con sus 
hijos y su obligación de proporcionarles alimentos hasta que puedan 
valerse por sí mismos.

Obviamente, disfunciones tales como retrasos indebidos durante la 
sustanciación de este tipo de procedimientos tienen una negativa 
repercusión sobre el futuro desarrollo del menor. Piénsese en los que 
están a la espera de que se dilucide la cuantía de la pensión a percibir, 
o quienes encontrándose bajo la custodia de hecho de uno de los dos 
progenitores pierden el contacto con el no custodio ante la ausencia de 
resolución judicial que lo ampare para establecer una comunicación con 
el menor regulada judicialmente.

Son esas las cuestiones que se suelen constituir en el principal objeto de 
este tipo de quejas, y consecuentemente nuestra intervención va dirigida 
a tratar de conseguir un pronto establecimiento de las medidas que 
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regulen la relación de los menores con sus padres y sus respectivas 
obligaciones económicas, máxime cuando se trata de personas 
acreedoras de una especial protección atendiendo a su minoría de edad. 

Como ejemplo de impago de pensión de alimentos trataba la 
denuncia de una mujer contra su ex marido y padre de su menor 
hijo porque desde el año 2009 había dejado de abonar la pensión de 
alimentos establecida en convenio judicialmente aprobado, lo que dio 
lugar a la incoación de Diligencias Previas del año 2012 de un Juzgado 
de Instrucción de Sevilla.

La interesada se había dirigido a esta Defensoría ante la ausencia de 
noticias desde que en noviembre de 2014 su representación formulara 
escrito de acusación por la presunta comisión de un delito de abandono 
de familia y una falta de incumplimiento del régimen de visitas, 
mostrándonos su desesperación ante el hecho de que pese a que 
habían transcurrido cuatro años desde que comenzó la instrucción de 
la causa aún no se hubiera concluido, máxime cuando se trataba de una 
cuestión que afectaba a un menor que, a mayor abundamiento, tenía 
una discapacidad del 50% y, por tanto, necesitaba de unas atenciones 
especiales, tanto en tiempo como económicas, que ella sola tenía graves 
dificultades para atender.

Pues bien, del informe remitido por la Fiscalía de Sevilla se desprendió 
que, una vez concluyó la fase de investigación y la intermedia, el asunto fue 
elevado al Juzgado de lo Penal correspondiente, donde se clasificó como 
asunto penal, hallándose en esos momentos pendiente de señalamiento 
de juicio oral.

Nos sugería el Ministerio Fiscal que informáramos a la interesada de 
que de persistir los impagos de la pensión fijada en sentencia civil éstos 
podían ser incluidos en este mismo procedimiento de forma que si fuera 
condenado el acusado podría extenderse su condena a los impagos 
realizados con posterioridad a su denuncia y hasta el propio momento 
del juicio oral, al que, por ello, le sugerimos nosotros que compareciera 
con el cálculo hecho de la cuantía a que ascendieren los impagos hasta 
ese mismo día.
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El Ministerio Fiscal concluía su informe asegurándonos que daba 
traslado de la queja al órgano de enjuiciamiento para conocimiento por 
éste de las circunstancias económicas alegadas por la denunciante por 
si pudiera ello influir en la fijación de la fecha de celebración del juicio 
(queja 16/6627). 

Otra queja relativa a demoras en procesos judiciales por modificación 
de las medidas sobre guarda y custodia de sus menores hijos, en lo 
que al régimen establecido en la sentencia de divorcio se refiere, se 
formuló en el asunto que dio lugar a la formación de los correspondientes 
autos de un Juzgado de Primera Instancia de Granada. Al solicitar el 
Ministerio Fiscal en octubre de 2016 fecha de celebración de la vista 
oral, se había informado que previamente era necesario elaborar el 
informe por el Equipo Psicosocial de Apoyo a los Juzgados de Familia, 
señalando cita para entrevistar a los afectados para el día 30 de agosto 
de 2017. En consecuencia, el fallo no podía dictarse hasta que no se 
celebrara la entrevista, para lo que quedarían nada menos que once 
meses, y además era necesario que después de la misma se emitiera el 
correspondiente informe del Equipo, pudiera valorarse éste y emitir la 
resolución.

No compadeciéndose tan flagrante retraso con la celeridad que requiere 
la resolución de cuestiones tan delicadas como las que conciernen a 
la guarda y custodia de menores, contribuyendo al debilitamiento del 
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, hicimos nuestro lo que el 
interesado nos pedía: que instáramos que se solucionara lo más rápido 
posible este asunto reduciendo esos tiempos de espera reforzando 
dichos Equipos Psicosociales y poniendo en pie un plan de choque que 
garantizara el referido derecho.

Pues bien, en respuesta a nuestra petición, esta vez dirigida al 
correspondiente Departamento de Justicia al tratarse de una cuestión 
que afectaba a los medios personales al servicio de la administración 
de justicia, de su entera competencia, desde la Viceconsejería de Justicia 
e Interior se nos informó que en los últimos años habían aumentado 
considerablemente las peticiones de informes psicosociales por parte de 
los Juzgados de diferentes partidos judiciales de Granada, diferentes de 
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la capital, de manera que los mismos no sólo estaban atendiendo a los 
tres capitalinos especializados en familia, sino también a los otros ochos 
partidos judiciales de la provincia.

Se nos indicaba que si en 2010 hubo 206 solicitudes de informe, en 2015 
las peticiones fueron 351, lo que provocó un considerable retraso (de 
aproximadamente 11 meses) en las citaciones y la emisión de los informes, 
obedeciendo este retraso fundamentalmente a la propia naturaleza de los 
casos, generalmente los más complejos y conflictivos, a la metodología de 
trabajo que requiere habitualmente entrevistas individuales con cada uno 
de los progenitores, con los menores, pruebas psicotécnicas, observación 
de pautas comportamentales de los menores con cada uno de los 
progenitores, etc. y al aumento de los casos derivados en los últimos años.

Constituyendo el excesivo lapso de tiempo que transcurre entre el inicio 
del procedimiento de separación o divorcio y la emisión del informe 
psicosocial una fuente de preocupaciones tanto para los afectados como 
para la Consejería -nos significaban- para paliar estas circunstancias en 
septiembre de 2015 se incorporó a los equipos psicosociales de familia 
una nueva psicóloga procedente del Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses de Granada, y en el mes de noviembre se puso en marcha 
una actuación puntual con apoyo externo de la empresa adjudicataria 
del contrato de peritaciones para la realización de los 50 informes 
que tenían fijada la fecha más extrema, lo que ha permitido adelantar 
considerablemente (en 2016) los casos que sufrían más retraso de 2015.

Asimismo, se había dictado la Resolución de la Dirección General de la 
Oficina Judicial y Fiscal, de 7 de octubre de 2016, por la que se establecen 
pautas básicas de organización y funcionamiento para la valoración 
y emisión del informe psicológico y social en materia de familia en el 
Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Granada, de aplicación 
desde el pasado 1 de noviembre de 2016. Mediante esta Resolución se 
procede a la integración funcional de los miembros de los equipos de 
familia en el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses de Granada, 
bajo la coordinación de la Dirección del Instituto a quien corresponderá, 
entre otras funciones, el reparto de asuntos y la supervisión de la agenda 
de los profesionales de los equipos de familia.
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Estas medidas coadyuvarían a reducir los tiempos programados 
inicialmente para la valoración y emisión del informe psicosocial 
mediante la racionalización de los recursos disponibles, la simplificación 
de procedimientos y el uso de sistemas de información y notificación 
telemática, y todo ello sin perjuicio de que durante el ejercicio 2017 se 
continuara con el apoyo externo hasta que el retraso se normalizara.

Finalmente nos señalaban que desde el servicio de Justicia de la 
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, a la vista de 
las medidas adoptadas para reducir los tiempos de emisión del informe 
psicosocial, las citas inicialmente previstas para ejercicio 2017 habían sido 
reprogramadas, de manera que el promotor de la queja que comentamos 
sería citado de nuevo y evaluado en los próximos tres meses (queja 
16/6221).

Relativa igualmente a conflictos que se derivan de una separación 
matrimonial que acaban en el ámbito penal, traemos a colación la que 
se seguía en su contra causa penal ante un Juzgado de Primera Instancia 
de Torrox por supuesto delito de malos tratos en el ámbito familiar en 
relación con unos hechos acaecidos hacía año y medio, respecto del que 
la única noticia que tenía era que se dictó a principios del mes de julio de 
2016 auto de apertura de juicio oral, ignorándose el Juzgado de lo Penal al 
que hubiera sido remitido (si es que lo había sido) ni, obviamente, la fecha 
de celebración del correspondiente juicio oral.

Tras admitir la queja ante la Fiscalía de Málaga destacábamos que la 
urgencia del señalamiento y celebración de juicio estribaba en el hecho 
de que el interesado, según nos argumentaba, necesitaba acreditar su 
inocencia debido a que su imputación determinó en su día que su hijo 
fuera tutelado por la Junta de Andalucía, y mientras el procedimiento 
penal no concluyera no se decidiría la reunificación familiar que pretendía, 
siempre, por descontado, que la sentencia fuera absolutoria, aunque en 
ello confiaba.

Por el informe del Ministerio Fiscal pudimos saber que el referido 
procedimiento aún estaba pendiente de señalamiento del día y hora de la 
vista, dando a la vista de lo anterior por concluidas nuestras actuaciones 
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en la confianza de que dicho señalamiento tenía naturaleza de causa 
preferente en su tramitación, al estar los hechos a enjuiciar tipificados 
como violencia doméstica (queja 17/0134).

Por su parte una ciudadana nos trasladaba su desesperación por no 
poder hacer frente a los gastos de sus hijos sin la contribución del padre 
debido a la escasez de sus ingresos, sin que ni siquiera pudiera recabar 
ayuda para familias monoparentales al carecer de resolución judicial que 
acreditara su incumplimiento. 

La afectada había solicitado de un Juzgado de Primera Instancia de 
Sevilla en febrero de 2015 la ejecución de la sentencia sobre divorcio de 
mutuo acuerdo dictada en septiembre de 2014 ante el incumplimiento 
por parte de su ex marido y padre de sus dos menores hijos de las 
medidas establecidas en la meritada resolución. Ello había dado lugar a 
la incoación de autos sobre ejecución forzosa en los que, según parecía 
deducirse del escrito de la interesada, la única actuación habida era 
una diligencia de febrero de 2016 ordenándose librar oficio al Colegio 
de Abogados para que procedieran a nombrar nuevo letrado por el 
turno de oficio al ejecutado al haber causado baja en dicho turno el 
anteriormente designado.

Fue esa solicitud de designación de abogado y procurador de oficio la 
que provocó la suspensión del curso del proceso y la del plazo para 
oponerse el despacho de ejecución. 

Finalmente, en marzo de 2017 se dictó auto estimando parcialmente 
la oposición formulada por el ejecutado acordando la cantidad por la 
que debía continuar la ejecución, sin que constara que ninguna de las 
partes lo hubiera recurrido, resolución que, en cualquier caso, suponía 
la quiebra de la inactividad judicial y la consiguiente superación de la 
misma, por lo que concluimos con ello nuestra intervención (queja 
17/2051).

Citamos, por su peculiaridad, la queja de un ciudadano de nacionalidad 
marroquí, que nos escribía desde un centro penitenciario, asegurando 
que pese a no haber alcanzado la mayoría de edad, al contar sólo con 17 
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años, había sido juzgado y condenado en Juicio Rápido a la pena de dos 
años y seis meses de privación de libertad, que se encontraba cumpliendo 
en el establecimiento penitenciario desde el que nos escribía.

Pese a lo improbable de la cuestión planteada, 
bastaba con que se invocara la minoría de edad 
para que se iniciara desde esta Defensoría 
una investigación, que se efectuó a través de 
la Fiscalía de Málaga, a la que nos dirigimos, 
confirmándonos ésta la indubitada mayoría de 
edad de nuestro reclamante en el momento 
de su detención, tras haber recabado, para 
confirmarlo, informe a la Brigada de Extranjería 
del Cuerpo Nacional de Policía, desde la que 
se le ratificó que, según el informe médico 
realizado en el momento de su detención, del 
reconocimiento que se le hizo en base a las 
pruebas oseométricas, el detenido contaba con 
dieciocho años o más (queja 17/2671). 

En otro orden de cosas, al ser requerida nuestra intervención en asuntos 
que inciden la vida privada de las familias, lo usual es que en primer lugar 
aconsejemos que se profundice en la búsqueda de soluciones de consenso, 
mediante el diálogo razonado entre las partes. Para dicha finalidad, y 
ante las carencias de habilidades para el entendimiento que detectamos, 
consideramos indispensable que se potencie y facilite el acceso a los servicios 
que prestan los profesionales de la mediación familiar. 

La Junta de Andalucía contempla la posibilidad 
de que se reconozca el derecho a disfrutar de 
dichos servicios a aquellas personas que lo 
soliciten expresamente y que acrediten reunir 
determinados requisitos económicos, pero 
creemos que estos servicios no son todavía 
suficientemente conocidos por la población (el 
número de mediaciones familiares gratuitas 
concedidas es aún muy bajo en comparación 
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con el número de procedimientos contenciosos tramitados en los juzgados 
de familia) y que cuando se recurre a ellos ya el problema se encuentra 
muy deteriorado, siendo su solución más difícil, o siendo todavía posible 
su solución se han producido una serie de daños e inconvenientes que 
hubieran sido evitables. 

b) Puntos de Encuentros Familiar

Los puntos de encuentro familiar (PEF) son concebidos como un servicio 
prestado por la Administración (contratado con entidades privadas) de 
forma temporal y excepcional para facilitar a la ciudadanía disponer de un 
espacio neutral en el que favorecer el derecho esencial de los niños y niñas 
a mantener relaciones con sus progenitores y familiares, cuando debido 
a situaciones de ruptura familiar, así se establezca por resolución judicial, 
una vez agotadas todas las vías de acuerdo entre los progenitores. 

Las familias que utilizan el servicio suelen estar envueltas en procesos 
de ruptura conflictivos, por lo que es habitual recibir quejas de una de 
las partes denunciando falta de objetividad de los profesionales 
que prestan sus servicios en los PEF a favor de la otra parte (quejas 
17/4234, queja 17/4233, queja 17/3957 y queja 17/5847).

En este apartado hemos de destacar las actuaciones que realizamos a 
instancias de una usuaria del PEF de Sevilla en la que formulamos una 
sugerencia a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación para 
que se elaboren y aprueben las Cartas de Servicios relativas a los puntos de 
encuentro familiar de Andalucía, en las cuales deberá figurar claramente 
detallado, a disposición de la ciudadanía, las formas de presentación de 
las quejas y sugerencias, así como los plazos de contestación y efectos de 
las mismas en la (queja 15/5780). 

c) Familias numerosas

Son frecuentes y reiterativas las quejas de personas disconformes con el 
retraso en los trámites de concesión o renovación de títulos de familias 
numerosas. El plazo que actualmente marca la normativa de procedimiento 
para dar respuesta a tales solicitudes es de tres meses, por dicho motivo en 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-una-carta-de-servicios-para-los-puntos-de-encuentro-familiar-de-andalucia
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los supuestos en que se supera dicho plazo no 
podemos por menos que solicitar información 
sobre los motivos del retraso y llegado el caso 
instar a la Administración a la emisión, sin 
demora, de la correspondiente resolución. 

Hemos de reseñar también que la entrada en 
vigor de la modificación introducida en la Ley 
de familias numerosas por la Ley 26/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y adolescencia, 
ha suscitado controversia sobre su correcta 
interpretación y alcance toda vez que conlleva 
una ampliación de los potenciales beneficiarios del título de familia numerosa, 
pues mantiene la vigencia del título a aquellas familias en que el número de 
hijos que cumplen las condiciones para formar parte del título sea inferior al 
establecido, mientras al menos uno de ellos reúna las condiciones previstas, 
todo ello sin perjuicio de que en estos casos la vigencia del título se entenderá 
exclusivamente respecto de los miembros de la unidad familiar que sigan 
cumpliendo las condiciones para formar parte del mismo y no será aplicable 
a los hijos que ya no las cumplen (queja 17/6511 y queja 17/5116).

Otro asunto sobre el que al igual que en años anteriores se repiten 
las quejas ante esta institución es el relativo a los trámites para el 
reconocimiento o renovación del título de familia numerosa en 
aquellos supuestos de separación o divorcio, en el que existen hijos 
comunes y que ambos excónyuges pretenden incluir junto con los de su 
nueva pareja y familia, en un nuevo título de familia numerosa.

Sobre este asunto ya nos pronunciamos en resoluciones emitidas 
en ejercicios anteriores en el sentido de que sin dejar de lado el límite 
impuesto legalmente de que un mismo hijo no pueda simultanear su 
inclusión en dos títulos de familia numerosa, la opción por la inclusión en 
uno solo de ellos no puede quedar exclusivamente en manos de quien 
ejerza su custodia, negando su inclusión en el título del ex cónyuge a 
pesar de no poder disfrutar de dicho derecho por no reunir los requisitos 
necesarios para ello (queja 17/5803, queja 17/3325 y queja 17/1945).
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Por su especificidad hemos de destacar la sugerencia al Ayuntamiento 
de Sevilla para que valore la posibilidad de modificar la ordenanza 
reguladora del impuesto de bienes inmuebles para que permita 
disfrutar de la bonificación del impuesto a aquellas familias numerosas 
en que la mayor parte de las personas incluidas en el título residen 
habitualmente en la vivienda sobre la que se solicita la bonificación 
(queja 16/0419).

También destacamos la situación de una familia que perdió la condición 
de familia numerosa en el período de tiempo en que se demoró la 
tramitación de la revisión del grado de minusvalía del hijo. Tras analizar 
las circunstancias del caso formulamos una recomendación a la 
Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Cádiz 
para que fuese atendida la reclamación presentada por la familia y, en 
consecuencia, se retrotrayera la fecha de efectos del título de familia 
numerosa (queja 16/6374).

3.2.  Consultas

3.2.1.  Datos cuantitativos

Durante el año 2017, en asuntos de menores, se han recibido 2.208 
consultas, tanto a través del teléfono gratuito específico del Defensor 
del Menor (900506113), como a través del teléfono de la Institución 
(954212121), atención presencial, internet o redes sociales. 

En todo caso, se destaca la importante incidencia que tienen las consultas 
realizadas a través de medios telefónicos: Teléfono del Menor (900 506 113) 
y teléfono general (954 21 21 21), que asciende al 84,50% de las consultas.

Respecto de la temática realizada, los asuntos que más han concitado 
el interés de la ciudadanía ha sido la de menores (35,42%). También ha 
existido una gran demanda de información en el ámbito de la educación 
no universitaria, de tal manera que las consultas planteadas acerca de 
este tema ascienden al 31% por ciento del total de las atendidas por 

http://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-modifique-la-ordenanza-del-ibi-bonificando-a-una-familia-numerosa-aunque-no-todos-sus
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-modifique-la-ordenanza-del-ibi-bonificando-a-una-familia-numerosa-aunque-no-todos-sus
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/instamos-a-resolver-la-demora-en-la-revision-del-titulo-de-familia-numerosa



